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JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ D.C. 

 
Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 11001310502420210053800 
  

Bogotá D.C., a los trece (13+-) días del mes de diciembre de 2021 
 
El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver de 
fondo la Acción de Tutela instaurada por MARÍA TERESA VELEZ HURTADO, 
identificada con la cédula de ciudanía N° 41.614.162, en contra de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES por 
la presunta vulneración de su derecho fundamental de petición. 
  
 ANTECEDENTES  
 
MARÍA TERESA VELEZ HURTADO, manifiesta que interpuso derecho de petición 
el 23 de julio de 2021, cuyo radicado correspondió el N° 2021_8349595 ante la 
Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones, mediante el cual solicitó el 
reconocimiento de su pensión de vejez, sin obtener respuesta luego de superado el 
término que concede el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 

 
SOLICITUD 

 
MARÍA TERESA VELEZ HURTADO, requiere que se tutele su derecho 
fundamental de petición; en consecuencia, se ordene en lo que corresponda a su 
competencia me sea solucionado lo referente a mi petición en los términos que dicta 
la ley. 
 

ACTUACIÓN PROCESAL 
 
Radicada la tutela y repartida el 29 de noviembre de 2021, se admitió mediante 
providencia del 01 de diciembre del mismo año, ordenando notificar a la 
Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones, concediéndole el término de 
veinticuatro (24) horas para pronunciarse sobre los hechos de la tutela, aportando para 
ello copia de los documentos que sustenten las razones de lo dicho. 
 

RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
 
La Directora (A) de Acciones Constitucionales de la Administradora Colombiana de 
Pensiones – COLPENSIONES, solicita se declare improcedente la acción de tutela y la 
carencia actual de objeto por existir hechos superado,  informando al Juzgado que 
revisado el Sistema de Información de Colpensiones, evidenció que la solicitud de la 
accionante fue resuelta mediante Resolución SUB 319088 del 30 de noviembre de 2021, 
la cual fue notificada a la demandante a través del correo electrónico autorizado y 
aportado en su solicitud pensional. 
 

CONSIDERACIONES 
COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el  en el 
artículo 2.2.3.1.2.1  del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del Sector Justicia 
y del Derecho, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela, modificado por 
el Decreto 333 de 2021 que dispone en el numeral 2° “Las acciones de tutela que se 

interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán 
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repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual 

categoría…”, como sucede en este caso. 
 
PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA JURÍDICO 
 
Se debe determinar si la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -
COLPENSIONES, ha vulnerado el derecho fundamental de petición de la señora 
MARÍA TERESA VELEZ HURTADO, al no dar respuesta a su derecho de petición de 
fecha 23 de julio de 2021 radicado con el N° 2021_8349595. 

 
SOLUCIÓN AL PROBLEMA PLANTEADO 

 

Sea lo primero indicar a manera de argumentos introductorios que conforme lo 
dispone el Artículo 86 de la Constitución Política y, los reiterados pronunciamientos 
de la Corte Constitucional y aún lo señalado por el Decreto 2591 de 1991, la Acción de 
Tutela es  un instrumento judicial de protección de los derechos fundamentales de las 
personas cuando estos se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier 

autoridad pública o, excepcionalmente, de un particular, así como que la solicitud de 
amparo de los derechos fundamentales vía acción de tutela ostenta una naturaleza 
eminentemente residual y subsidiario, de ahí que su procedencia tenga el carácter de 
excepcional al verificarse la existencia de los siguientes escenarios (i) cuando el presunto 
afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, o (ii) cuando, existiendo ese medio este carece 
de idoneidad o eficacia para proteger de forma adecuada, oportuna e integral los derechos 
fundamentales, en las circunstancias del caso concreto. Así mismo, procederá como mecanismo 
transitorio cuando la acción se interponga para evitar la consumación de un perjuicio irremediable a 
un derecho fundamental.  
 

De igual manera y en desarrollo de lo anterior, surge la imperante necesidad que el 
Juzgado en cada caso concreto determine prima facie: (i) la efectiva acreditación de la 
legitimación para hacer parte del proceso por quienes en él se encuentran inmiscuidos, ya sea de quien 
incoa la tutela (accionante-legitimación por activa-) o de quien se predica la presunta vulneración ius-
fundamental (el accionado – legitimación por pasiva-); la inmediatez con que se acudió a este 
excepcional mecanismo de protección; (iii) que se trate de un asunto de trascendencia constitucional, 
esto es, que esté de por medio la vulneración de un interés de raigambre constitucional; y (iv) la 
inexistencia de mecanismos ordinarios de protección (subsidiariedad) 
  

Puestas así las cosas, para el Despacho es claro que los requisitos de legitimación en la 
causa por activa y pasiva se encuentran satisfechos, en la medida que por un lado de 
acuerdo a lo enseñado por el artículo 86 de la Constitución Política y lo consignado en 
el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, la señora María Teresa Vélez Hurtado se 
encuentra legitimada para interponer de forma directa la acción constitucional que nos 
ocupa, por cuanto es la titular de  los derechos fundamentales que aduce le fueron 
vulnerados por la convocada a juicio; mientras que en lo que respecta a la legitimación 
en la causa por pasiva, la misma se halla satisfecha conforme lo dispone el artículo 5 
del mencionado Decreto 2591, al ser la accionada una autoridad de naturaleza pública 
y a quien se le enrostra la vulneración de los derechos fundamentales de petición 
invocado por la accionante.  
 
En cuanto a la subsidiaridad, se evidencia que este requisito se encuentra cumplido, 
toda vez que uno de los derechos invocados es el de petición, caso en el cual la Corte 
Constitucional ha estimado que el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto 
un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo 
que quien resulte afectado por la vulneración de este derecho fundamental no dispone 
de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el 
mismo. Por esta razón, quien encuentre que la debida resolución a su derecho de 
petición no ocurrió, esto es, que se quebrantó su garantía fundamental, puede acudir 
directamente a la acción de amparo constitucional.  
 
En efecto, la Corte Constitucional ha sido enfática en indicar que el ordenamiento 
jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente 
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de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración de este derecho 
fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le 
permita efectivizar el mismo1; por lo que se concluye que quien encuentre que la respuesta a 
su derecho de petición no fue producida en debida forma, ni comunicada dentro de los 
términos que la ley señala,  y que en esa medida vea afectada esta garantía fundamental, 

puede acudir directamente a la acción de amparo constitucional2; de ahí que se encuentre 
superado este requisito en el caso que ocupa la atención del Juzgado. 
 
A igual conclusión se arriba en lo que al cumplimiento del requisito de inmediatez3, 
toda vez que la conducta que dio lugar a la presunta vulneración del derecho 
fundamental en el caso que nos ocupa se generó con ocasión de la radicación ante la 
Colpensiones del derecho de petición con el No. 2021_8349595 del 23 de julio de 2021, 
mediante el cual solicitó el reconocimiento de su pensión de vejez, sin que dicha 
petición hubiese sido atendida por parte de la entidad aquí convocada, mientras que la 
interposición de la presente acción constitucional fue el 29 de noviembre de 2021, por 
lo que se entiende que se obró en un término razonable, pues la acción se interpuso a 
menos de cinco (5) meses después de ocurridos los hechos.  
 
Superados entonces los requisitos generales de procedibilidad de la acción 
constitucional, es del caso auscultar lo jurídicamente procedente en lo que respecta al 
derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y 
desarrollado por la Ley Estatutaria 1755 de 2015, señalando a manera de argumentos 
introductorios que aquel tiene la connotación de derecho fundamental, teniendo como 
núcleo esencial i. la pronta resolución; ii. la respuesta de fondo; y iii. la notificación 
de la respuesta; contando de igual manera como elementos estructurales los 
siguientes: i. el derecho de toda persona a presentar peticiones ante las autoridades 
por motivos de interés general o particular; ii. la posibilidad de que la solicitud sea 
presentada de forma escrita o verbal; iii. el respeto en su formulación; iv. la 
informalidad en la petición; v. la prontitud en la resolución; y vi. la habilitación al 
Legislador para reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 
garantizar los derechos fundamentales4. 
 
De igual manera la Corte Constitucional ha indicado que para entender por atendidas 
las solicitudes elevadas en los términos antes descritos, se requiere de una contestación 
plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha 
obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o no a 
sus intereses5.  

 
También debe tenerse en cuenta que la Corte Constitucional en la Sentencia T-744/15 
en relación con los plazos con que cuentan las entidades de seguridad social para dar 
respuesta a las solicitudes de prestaciones económicas pensionales, precisó: 
 

182. La sentencia SU-975 de 20036 mediante una aplicación analógica del artículo 19 del 
Decreto 656 de 1994 estableció un término general de 4 meses para responder las solicitudes 
de prestaciones económicas en las hipótesis no reguladas expresamente por el legislador. Las 
leyes 100 de 1993, 171 de 2001 y 700 de 2001 regularon los términos para responder las 
solicitudes de pensión de vejez y sobrevivientes. Los plazos de contestación de las prestaciones 
económicas pensionales son los siguientes: 

 
 

                                                           
1 Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017 y T-451 de 2017 entre otras. 
2 Ibídem 
3 La acción de tutela también exige que su interposición se lleve a cabo dentro de un plazo razonable, 

contabilizado a partir del momento en el que se generó la vulneración o amenaza del derecho fundamental, de 

manera que el amparo responda a la exigencia constitucional de ser un instrumento judicial de aplicación 

inmediata y urgente (CP art. 86), con miras a asegurar la efectividad concreta y actual del derecho objeto de 

violación o amenaza. Este requisito ha sido identificado por la jurisprudencia de la Corte como el principio de 

inmediatez. 
4 Corte Constitucional, sentencias C-007 de 2017 y T-451 de 2017. 
5 Corte Constitucional, Sentencia T-369 de 2013. 
6 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 



                                                                                                                             
TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA No. 1100131050242021– 0053800 

MARÍA TERESA VELEZ HURATADO contra COLPENSIONES 

4 

 

Trámite o solicitud Tiempo de respuesta 
a partir de la 

radicación de la 
petición 

Normatividad que 
sustenta el tiempo 

de respuesta 

Pensión de vejez  
4 meses 

Artículo 9 de la Ley 
797 de 2003, 
parágrafo 1 

Pensión de invalidez SU-975 de 2003 
Pensión de sobrevivientes 2 meses Artículo 1 de la Ley 

717 de 2001 
Indemnización sustitutiva de la 

pensión de sobrevivientes 
2 meses Artículo 1 de la Ley 797 de 

2003 
Indemnización sustitutiva de las 

pensiones de vejez e invalidez 
4 meses SU-975 de 2003 

Reliquidación, incremento o 
reajuste de la pensión 

4 meses SU-975 de 2003 

Auxilio funerario 4 meses SU-975 de 2003 
Recursos de reposición y apelación 2 meses Artículo 86 de la Ley 1437 de 

2011 

 
Aclarado lo anterior, y de lo aquí discurrido, el Juzgado encuentra probado los 
siguientes hechos relevantes: 
 
a.- El 23 de julio de 2021, la accionante en ejercicio del derecho de petición (folio 7 del 
escrito de tutela), solicitó a Colpensiones el reconocimiento de su pensión de vejez 
 

b.- La Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones, mediante Resolución 
SUB 319088 del 30 de noviembre de 2021, resolvió el derecho de petición radicado 
con el N° 2021_8349595, acto administrativo mediante el cual resolvió: 
 

“ARTICULO PRIMERO: No Acceder a la solicitud de Reconocimiento y pago 
de la Pensión de VEJEZ solicitada por el (la) señor (a) VELEZ HURTADO 
MARIA TERESA, ya identificado (a), de conformidad con las razones 
expuestas en la parte motiva de esta Resolución. 
 
(…)” 

 
Decisión Notificada a la accionante mediante correo electrónico, tal y como consta a 
folio 15 del archivo que contiene la contestación y a través de la comunicación con 
radicado N° BZ2021_14376413-3024475 de 30 de noviembre del año en curso,  por 
medio de la que se le informó a la accionante, lo siguiente: 
 

“Reciba un cordial saludo de la Administradora Colombiana de Pensiones 
COLPENSIONES. Como resultado de la solicitud de la referencia y con previa 
autorización se hace entrega de la copia íntegra del Acto Administrativo SUB 319088 
del 30 de noviembre de 2021, mediante el cual se resuelve su solicitud. 
 
En virtud del artículo 56 de la ley 1437 de 2011 y el concepto No. 2316 de 2017 emitido 
por la Sala de Consulta y Servicio Civil, se advierte que la notificación electrónica queda 
surtida a partir de la fecha y hora en la cual la administración certifica el acuse de 
recibo del mensaje electrónico y, por ende, el interesado tuvo acceso al acto 
administrativo. 
 
En la parte resolutiva del acto administrativo se informa si proceden o no los recursos 
de reposición y/o subsidio de apelación, los cuales deberán interponerse dentro de los 
diez (10) días hábiles siguientes a la notificación, lo anterior en cumplimiento a lo 
dispuesto en el artículo 76 de la Ley 1437 de 2011. Los recursos de reposición serán 
estudiados por la dirección o subdirección que expidió el acto administrativo y los de 
apelación por su superior jerárquico. 
 
Al presente documento se adjunta acto administrativo y la documentación necesaria 
para efectos del pago de la prestación y afiliación a la EPS, la cual debe ser firmada y 
presentada ante la entidad correspondiente, en caso que la prestación fuese reconocida. 
Si el reconocimiento se efectúa en cumplimiento de una orden judicial y además se 
hubiere iniciado proceso ejecutivo para hacer efectivo el cumplimiento de dicha orden o 



                                                                                                                             
TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA No. 1100131050242021– 0053800 

MARÍA TERESA VELEZ HURATADO contra COLPENSIONES 

5 

 

recibido pago alguno por este concepto (Cobro de Título Judicial), deberá informar de 
inmediato a la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones a través de la 
radicación de una petición en cualquiera de los puntos de atención. 
 
Así mismo, en el caso en que usted devengue o haya devengado otra pensión o 
prestación de tipo pensional deberá informarlo de inmediato a la Administradora 
Colombiana de Pensiones –Colpensiones a través de la radicación de una petición en 
cualquiera de los puntos de atención. Lo anterior so pena de iniciar las acciones 
administrativas y penales que se originen con la comisión de reportar esta información. 
(Este direccionamiento no aplica para las prestaciones económicas correspondientes a 
Pago a Herederos). 
 
Finalmente, cabe reiterar que con el recibo de este correo electrónico la notificación se 
entiende práctica y, en consecuencia, que conoce de la decisión, así como los derechos y 
deberes de los cuales es titular. (…)”  

 
Así las cosas, el Juzgado de acuerdo con las gestiones desplegadas Colpensiones, 
corresponde dilucidar si en el caso de marras se configuró o no la carencia actual de 
objeto por hecho superado, en los términos que se pasan a exponer.  
 

Vemos entonces que conforme al desarrollo jurisprudencial y la interpretación 
auténtica otorgada al numeral 4 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, la acción de 
tutela deviene improcedente por carencia actual de objeto cuando i. existe un hecho 
superado, ii. se presenta daño consumado o iii. se está ante una circunstancia sobreviniente7; 
explicando que para la primera hipótesis, esto es, el hecho superado aquel se configura 
cuando entre la interposición de la acción de tutela y el fallo de la misma, se satisface por 
completo la pretensión contenida en la acción de tutela, es decir, que por razones ajenas a la 
intervención del juez constitucional, desaparece la causa que originó la vulneración o 
amenaza de los derechos fundamentales del peticionario8; aclarando aquí y ahora que en 
este caso es deber del Juez Constitucional verificar si en el caso puesto a su conocimiento se 
comprueba que i) efectivamente se ha satisfecho por completo lo que se pretendía mediante 
la acción de tutela, siempre que se garantice los derechos fundamentales de las personas; (ii) 
y que la entidad demandada haya actuado (o cesado en su accionar) a motu propio, es decir, 
voluntariamente7. 

 
Entonces, como en el caso que ocupa la atención del Juzgado, la Administradora 
accionada atendió de fondo la solicitud de la demandante al emitir la Resolución 
mediante la que resolvió sobre la solicitud de reconocimiento de su pensión de vez, a 
las claras se muestra que se dan por cumplidos los requisitos y directrices a los que se 
hizo alusión en el punto inmediatamente anterior, bajo el entendido que a la actora se 
le dio respuesta al derecho de petición radicado el 23 de julio de 2021 echado de menos 
y que guarda una clara identidad con lo pretendido con la acción de tutela; acciones 
todas ejecutadas por la accionada dentro del trámite de la acción constitucional, dado 
que emitió respuesta de fondo el 30 de noviembre hogaño, configurándose con ello 
entonces una carencia actual de objeto por hecho superado; cesando la violación de las 
garantías ius fundamentales de la propiedad horizontal accionante. 
 
En ese orden, concluye el Despacho que en el presente caso no se presenta vulneración 
de los derechos invocados por el aquí convocante, toda vez que los motivos de la 
petición fueron resueltos conforme lo solicitado, recuérdese en este punto que el 
ejercicio del derecho de petición no lleva implícita la posibilidad de exigir que la 
solicitud sea resuelta en un determinado sentido, menos aún que sea 
favorable a lo pretendido por el interesado, pues, se repite, ésta garantía 
fundamental se satisface cuando se da respuesta oportuna, congruente y de fondo a la 
totalidad de los requerimientos elevados por el peticionario y tal respuesta se le 
comunica en debido forma. 
 

                                                           
7 Corte Constitucional, Sentencia SU-522 de 2019   
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Por estas breves consideraciones el Despacho negará la acción de tutela de la referencia, 
por carencia actual de objeto por hecho superado, conforme se dejó visto en 
precedencia. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución. 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: NEGAR el amparo de los derechos invocados por la señora MARÍA 
TERESA VELEZ HURTADO, identificada con C.C.41.614.162, contra la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES, por 
carencia actual del objeto en razón a que se configura un hecho superado, de 
conformidad con lo expuesto en la parte motiva del presente proveído.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión a 
las partes. 
 
TERCERO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, remítase el expediente 
a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de acuerdo con lo consagrado en 
el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 
Juez 
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